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Acta No, 257 del 17 de junio de 2009
       
  
Expediente 66001-22-13-003-2009-00059-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el representante legal de la sociedad Distrizar Ltda. contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, proceso al que fue vinculada la señora Fabiola Becerra de Ocampo.
ANTECEDENTES

Los hechos relatados por el peticionario, quien actúa por medio de apoderado judicial, pueden compendiarse así:

.- El 1º de marzo de 2000 la entidad accionante celebró contrato de arrendamiento con el señor Daniel Álvarez Restrepo, por el término de dos años, sobre un inmueble destinado a local comercial, ubicado en la carrera 9ª No- 17-65 de Pereira, el que se ha venido prorrogando de conformidad en el artículo 518 del Código de Comercio.

.- Ese contrato fue cedido por el arrendador a la señora Fabiola Becerra de Ocampo, el 5 de octubre de 2007; como no hubo acuerdo en relación con el valor del arrendamiento a partir del 1º de marzo de 2008,  la arrendadora se negó a recibir los respectivos cánones y por tal razón, el 4 de marzo consignó su valor en el Banco Agrario de Pereira, pero erróneamente envió a la arrendadora la copia que correspondía al “inquilino o consignante”, a pesar de lo cual ella podía reclamar el depósito con su cédula de ciudadanía. Al percatarse de su equivocación, de inmediato le envió  el que le correspondía, pero ella se negó a recibirlo.
.- Ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira la sociedad que representa fue demandada por la señora Fabiola Becerra de Ocampo, con el fin de obtener la restitución del inmueble arrendado, con fundamento en el incumplimiento del contrato por parte de arrendatario, específicamente porque el comprobante de pago del canon del mes de marzo de 2008 no reunía los requisitos legales por corresponder al del “inquilino o consignante”; en la sentencia, proferida el 6 de marzo último, consideró  la funcionaria accionada que no podía tenerse como válido el pago de ese canon  porque no se efectuó  conforme a la ley y en consecuencia declaró incumplido el contrato de arrendamiento y ordenó la restitución del inmueble.

.- En el proceso no fueron practicadas todas las pruebas decretadas y en la sentencia no se estudiaron las excepciones propuestas, además incurrió la funcionaria en contradicción al manifestar que el pago se hizo pero que hubo mora, sin valorar los medios probatorios que obran en el proceso para acreditar que consignó porque la arrendadora se negó a recibir. Aduce en síntesis que el valor del canon lo depositó de manera oportuna; los recibos se llenaron en forma correcta y el original del título quedó en poder del banco para pagarlo a su beneficiaria; los pagos anteriores y posteriores se han realizado adecuadamente y en esas condiciones, considera que la funcionaria accionada incurrió en vía de hecho por defecto sustantivo y fáctico ya que la decisión se funda en norma inaplicable y porque no tuvo sustento probatorio suficiente para aplicar el supuesto que sustenta la decisión.

.- Contra la sentencia proferida propuso recurso de apelación que fue negado porque cuando la causal de restitución es la mora, el proceso es de única instancia.

Considera lesionado el derecho fundamental al debido proceso y solicita se ordene a la funcionaria demandada decretar la nulidad de la sentencia del 6 de marzo de 2009, que mediante otra providencia debidamente motivada se pronuncie valorando el acervo probatorio sobre la inexistencia de la mora, la vigencia del contrato de arrendamiento y disponiendo la inaplicación de los numerales 4º y 5º del artículo 10 de la Ley 820 de 2003.
La demanda se admitió por auto del 3 de junio de este año, providencia en la que se ordenó vincular a la señora Fabiola Becerra de Ocampo. 

La titular del juzgado accionado, al ejercer su derecho de defensa, expresó no ser cierto que hayan dejado de practicarse las pruebas decretadas; que la ley indica el trámite a seguir por el arrendatario cuando los cánones no son recibidos por el arrendador; que no es imputable al despacho la equivocación en que el primero incurrió al hacer la consignación y que la decisión adoptada se ajustó a la ley.

Fabiola Becerra de Ocampo indicó que no pudo cobrar el canon de arrendamiento del mes de marzo de 2008 porque al dirigirse al Banco se le exigió la consignación destinada a la parte arrendadora, la que no tenía en su poder y aún conserva la empresa arrendataria y que al procedimiento previsto por el artículo 10 de la Ley 820 de 2003 ha debido someterse el accionante para evitar la mora; que la relación contractual está terminada, solo falta la entrega del inmueble y “la parte arrendataria pretende revivirla mediante consignaciones realizadas directamente a la arrendadora y ajustadas, estas sí, a lo previsto en el artículo 10 de la Ley 820 citada, las cuales no han sido recaudadas”.
C O N S I D E R A C I O N E S
Sabido es que el objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, en su jurisprudencia ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, criterio que reemplazado por el de causales de procedibilidad: 
 “7. Y, los requisitos de procebilidad específica de la tutela contra providencias judiciales  son la existencia de una vía de hecho por: i) defecto orgánico, aquel que se produce por la incompetencia del juez que produjo la decisión atacada, ii) defecto sustantivo, cuando se profiere la decisión con base en una norma inaplicable al caso concreto, ya sea porque la norma no existía -fue derogada o declarada inexequible-, o porque la disposición resultaba inconstitucional para el caso concreto, o porque no regulaba el supuesto de hecho al cual se aplica, iii) defecto fáctico, aquel que se presenta por la indebida o ausente valoración probatoria, iv) defecto procedimental, que ocurre cuando el juez se aparta del procedimiento que para el caso concreto señala la ley, v) por consecuencia, cuando la decisión judicial se apoya en hechos o datos aportados al proceso por otra autoridad que resultan irregulares y afectan gravemente los derechos fundamentales del accionante, presentándose de esa forma un error inducido, v) cuando el juez adopta una decisión sin motivación suficiente para apoyar su conclusión, vi) cuando se desconoce el precedente horizontal y vertical y, vii) cuando existe violación directa de la Constitución…”

La procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguna de las circunstancias mencionadas. Solo en eventos de esa naturaleza puede el juez constitucional modificar una decisión judicial con el fin de  garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 

En el caso bajo estudio, tal como se deduce de los argumentos planteados al promover la acción, encuentra la sociedad demandante lesionado el derecho a un debido proceso en la falta de apreciación de las pruebas, en la ausencia de pronunciamiento sobre cada una de las excepciones propuestas y en la conclusión a la que llegó en el sentido de no haber atendido en su integridad los requisitos legales para consignar el canon de arrendamiento del mes de marzo de 2008.
Las pruebas que se incorporaron al proceso permiten considerar acreditados los siguientes hechos:

.- Ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad la señora Fabiola Becerra de Ocampo tramitó proceso con el fin de obtener la restitución de un local comercial que ocupa la sociedad Distrizar Ltda. como arrendataria. Alegó la demandante el incumplimiento en el pago del canon pactado, concretamente el que corresponde al mes de marzo de 2008, porque el comprobante de pago no se ajusta a las exigencias legales, toda vez que tiene como destinatario al “inquilino o consignante” y la parte demandada aún conserva en su poder el  que a ella corresponde.

.- Trabada la relación jurídica procesal se dio respuesta al libelo. La sociedad arrendataria, por medio de  su apoderada, aceptó parcialmente los hechos de la demanda y se opuso a las pretensiones. Alegó, en síntesis, que no incumplió con el pago del canon a que se refiere la demanda, que ante la negativa de la arrendadora en recibirlo, consignó su valor en el Banco Agrario; por error involuntario remitió por correo certificado la copia de la consignación que corresponde al inquilino o consignante y que al percatarse de su error, envió a un mensajero suyo para hacer el cambio respectivo, lo que no permitió la demandante. Además propuso como excepciones de fondo las que denominó “falta de legitimación en la causa por activa”, “inexistencia de las obligaciones”, “inexistencia de la mora en el pago de los cánones de arrendamiento”, “petición antes de tiempo”, “inexistencia del interés jurídico  de la demandante para fundamentar la demanda” y “falta de causa”. Todas, excepto la primera, se fundamentan en la circunstancia última de no haber incurrido en mora en el pago del arrendamiento y en esas condiciones, tener derecho a la renovación del contrato.

.- Practicadas las pruebas decretadas se dio traslado a las partes para formular sus alegatos, término que sólo aprovechó la demandante.

.- Se puso término a la instancia con sentencia proferida el 6 de marzo de 2009, en la que se declararon no probadas las excepciones propuestas y se accedió a las súplicas de la demanda. En consecuencia, se ordenó a la sociedad demandada restituir el inmueble arrendado por haber incumplido el contrato de arrendamiento, que se dio por terminado.

En esa providencia, empezó la funcionaria accionada por señalar los presupuestos exigidos por el artículo 518 del Código de Comercio para la prórroga del contrato de arrendamiento sobre un local comercial y posteriormente transcribió el 10 de la Ley 820 de 2003 que señala el procedimiento para el pago por consignación extrajudicial del canon de arrendamiento cuando el arrendador se rehúse a recibirlo en las condiciones y en el lugar acordados y concluyó que se establece prácticamente una tarifa legal para demostrarlo, sin que se admita ningún otro medio probatorio para ese fin.
Luego expresó: “Demostrado plenamente se encuentra el hecho de que la demandante se negó a recibir  el canon de arrendamiento correspondiente al mes de marzo de 2008, por lo que el paso a seguir era la consignación bancaria como efectivamente se hizo, certificado el duplicado de la consignación que entregan en el banco con destino al arrendador, y en consecuencia el pago realizado en el Banco Agrario de Colombia no se efectuó conforme a la ley, razón por la cual no puede tenerse como válido”. Más adelante indicó: “Decidir lo contrario sería dar una interpretación acomodaticia a la norma en mención puesto que con una sana interpretación la misma es clara e indica de manera concreta los pasos que se deben reunir, para que un pago de un canon de arrendamiento por consignación tenga eficacia” 
Y concluyó que como la consignación no produjo efectos legales, la mora invocada no se desvirtuó; por ende, ante el incumplimiento del contrato, no tiene derecho la entidad demandada a su renovación, sin que las excepciones propuestas estén llamadas a prosperar porque las normas relativas al arrendamiento son de orden público.
Para esta Sala, las decisiones adoptadas en la sentencia referida, encuentran respaldo en la normatividad vigente, concretamente en el artículo 10 de la ley 820 de 2003 que textualmente dice:

“PROCEDIMIENTO DE PAGO POR CONSIGNACIÓN EXTRAJUDICIAL DEL CANON DE ARRENDAMIENTO. Cuando el arrendador se rehúse a recibir el pago en las condiciones y en el lugar acordados, se aplicarán las siguientes reglas:

1. El arrendatario deberá cumplir su obligación consignando las respectivas sumas a favor del arrendador en las entidades autorizadas por el Gobierno Nacional, del lugar de ubicación del inmueble, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento del plazo o período pactado en el contrato de arrendamiento.

Cuando en el lugar de ubicación del inmueble no exista entidad autorizada por el Gobierno Nacional, el pago se efectuará en el lugar más cercano en donde exista dicha entidad, conservando la prelación prevista por el Gobierno.

2. La consignación se realizará a favor del arrendador o de la persona que legalmente lo represente, y la entidad que reciba el pago conservará el original del título, cuyo valor quedará a disposición del arrendador.

3. La entidad que reciba la consignación deberá expedir y entregar a quien la realice dos (2) duplicados del título: uno con destino al arrendador y otro al arrendatario, lo cual deberá estar indicado en cada duplicado.

Al momento de efectuar la consignación dejará constancia en el título que se elabore la causa de la misma, así como también el nombre del arrendatario, la dirección precisa del inmueble que se ocupa y el nombre y dirección del arrendador o su representante, según el caso.

4. El arrendatario deberá dar aviso de la consignación efectuada al arrendador o a su representante, según el caso, mediante comunicación remitida por medio del servicio postal autorizado por el Ministerio de Comunicaciones junto con el duplicado del título correspondiente, dentro de los cinco (5) siguientes a la consignación.

Una copia simple de la comunicación y del duplicado título deberá ser cotejada y sellada por la empresa de servicio postal. El incumplimiento de esta obligación por parte de la empresa de servicio postal dará lugar a las sanciones a que ellas se encuentren sometidas.

5. El incumplimiento de lo aquí previsto hará incurrir al arrendatario en mora en el pago del canon de arrendamiento.

6. La entidad autorizada que haya recibido el pago, entregará al arrendador o a quien lo represente, el valor consignado previa presentación del título y de la respectiva identificación.

7. Las consignaciones subsiguientes deberán ser efectuadas dentro del plazo estipulado, mediante la consignación de que trata este artículo o directamente al arrendador, a elección del arrendatario.”
De acuerdo con esa disposición, la entidad bancaria que recibe el pago del canon de arrendamiento expide dos duplicados del título, uno para el arrendador y otro para el arrendatario,  lo que debe indicarse  en cada uno; aquél que corresponde al primero se le debe remitir por el servicio postal autorizado, dentro de los cinco días siguientes a la consignación. 
Ese presupuesto fue el que consideró ausente el juzgado, toda vez que a la arrendadora se le remitió copia de la consignación que pertenecía al inquilino, hecho que no han discutido las partes y que además se demostró en el proceso con  la copia del respectivo documento que se allegó con la demanda
; el que correspondía a la citada señora lo conservó la sociedad demandada que lo aportó como anexo al responderla
. En esas condiciones, ante el incumplimiento de una de las reglas previstas por la norma transcrita para realizar el pago por consignación,  se produjo la mora que el arrendatario pretendía evitar, pues ni siquiera al percatarse de su error procedió a remitir el respectivo  título por el medio previsto por la citada disposición, sino que trató de hacerlo a través de un mensajero suyo. 
A juicio de esta Corporación, ejerció la Juez que conoció del proceso su autonomía e independencia al valorar el material probatorio que le permitió, con fundamento en la disposición que atrás se transcribió, adoptar la decisión que le causó agravio al demandante y esa facultad la empleó sin incurrir en arbitrariedad; como directora del proceso determinó la pertinencia de la prueba, con criterios objetivos que le permitieron formar su convencimiento sobre la situación debatida. 

Producto del análisis jurídico que en cumplimiento de sus funciones hizo, realizó una valoración probatoria de la que no se infiere que hubiese incurrido en error manifiesto, ni desconocido el principio de legalidad como para que el juez constitucional deba intervenir y otorgar el amparo reclamado. 

Su decisión, como ya se anunciara, estuvo bien fundamentada al tener en cuenta el elemento probatorio pertinente para resolver de fondo el problema jurídico que fue objeto de debate, concretamente el documento que se aportó con la demanda y que demuestra que a la arrendadora no se le remitió por correo la copia del título que le correspondía para evitar la mora.  En tal forma, debe la sociedad demandada asumir la consecuencia de su error, plasmado en el numeral 5º del precepto arriba transcrito.

De acuerdo con lo anterior puede concluirse que las demás pruebas recaudadas en el proceso no gozaban de relevancia alguna porque lo que debía demostrar la arrendataria era que se había ajustado a la normatividad vigente para realizar el pago por consignación,  pero ellas, valga decirlo, confirman que el procedimiento previsto para el pago no se cumplió en su integridad. En esas condiciones, la ausencia de pronunciamiento sobre el valor probatorio que el juzgado les otorgaba no se constituye en este caso concreto en vía de hecho, toda vez que de haberse realizado el sentido del fallo no podía ser diferente en razón a que como consideró la funcionaria accionada, la demandada en el proceso de restitución ha debido probar que respetó en su integridad el procedimiento previsto por la norma tantas veces citada para evitar la mora.
En su jurisprudencia ha enseñado la Corte Constitucional:

“La doctrina constitucional sobre la procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales por haberse incurrido en vía de hecho en la valoración probatoria es sumamente clara, exige que se hayan dejado de valorar pruebas legalmente aducidas al proceso, o que en la valoración de las pruebas legalmente practicadas se haya hecho (sic) desconocido manifiestamente su sentido y alcance y, en cualquiera de estos casos, que la prueba sobre la que se contrae la vía de hecho tenga tal trascendencia que sea capaz de determinar el sentido de un fallo. Solo bajo esos supuestos es posible la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, de manera que cuando los mismos no satisfagan estas exigencias, no procede el amparo constitucional pues se trata de situaciones que se sustraen al ámbito funcional de esta jurisdicción...”
 

Así las cosas, para esta Corporación resulta evidente que el Juzgado no incurrió en un defecto fáctico pues no omitió valorar pruebas importantes y trascendentales al adoptar su decisión

Además las pruebas decretadas fueron todas practicadas y las excepciones propuestas, aunque con nominaciones diferentes, tenían todas como sustento los mismos hechos que empleó la parte demandada para ejercer su defensa y que fueron los que se analizaron en el fallo en el que encuentra la parte demandada lesionados sus derechos. La de falta de legitimación en la causa que carece de un verdadero fundamento jurídico se desvirtuó por el juzgado, al iniciar las consideraciones del fallo, en el que se ocupó del asunto y concluyó que la demandante, como  arrendadora, está llamada por ley a conformar ese extremo de la litis.

En virtud de lo expuesto estima la Sala que en el caso concreto no se evidenció la presencia de defectos o vicios dentro de la providencia objeto de análisis que permitieran la procedencia de la acción de tutela, toda vez que no hubo vulneración alguna de los derechos fundamentales de la accionada.

En consecuencia, como la tutela no se ha concebido como una instancia más, que permita revisar por ese medio excepcional de defensa judicial la legalidad de las providencias del juez ordinario, pues se limita a la protección de derechos fundamentales, se negará el amparo reclamado.    


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E  :

PRIMERO.- Negar la tutela solicitada por el señor Gustavo Emilio Londoño Gutiérrez, en representación de la sociedad Distrizar Ltda. contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, proceso al que fue vinculada la señora Fabiola Becerra de Ocampo.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





GONZALO FLÓREZ MORENO





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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